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Corte IDH. Caso Nadege Dorzema y otros vs. República Dominicana. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de octubre de 2012. Serie C No. 251. 

La Corte se ha establecido la existencia de deberes concretos para los Estados 
como por ejemplo proporcionar “una atención sanitaria integral tomando en 
cuenta las necesidades de grupos vulnerables”, prestando atención médica a 
las personas migrantes sin discriminación por su condición migratoria; y mantener 
separados a los migrantes irregulares que cumplan medidas de seguridad, de 
aquellos condenados y procesados por delitos penales 

a. Derecho a la atención médica en todo momento de los migrantes.

108. La Corte advierte que la atención médica en casos de emergencias debe ser
brindada en todo momento para los migrantes en situación irregular, por lo que los
Estados deben proporcionar una atención sanitaria integral tomando en cuenta las
necesidades de grupos vulnerables. En este sentido, el Estado debe garantizar que
los bienes y servicios de salud sean accesibles a todos, en especial a los sectores
más vulnerables y marginados de la población, sin discriminación por las condiciones
prohibidas en el artículo 1.1 de la Convención.

109. En el presente caso, quedó acreditado que nueve personas fueron trasladas al
Hospital Regional Universitario José María Cabral Báez, y al menos cinco fueron
internadas; no obstante, según consta de la declaración del Director General de dicho
hospital, las “personas haitianas no fueron recibidas ni atendidas en ese hospital” [...].
No obstante, durante la audiencia pública el Estado afirmó haber brindado atención a
los heridos en tal hospital. Según declaraciones, algunos heridos salieron por su
propia cuenta del hospital, sin que se registrara ni siquiera su salida. De lo anterior se
desprende que la falta de registro de ingreso y egreso en el centro de salud, la falta
de atención médica en favor de las cinco víctimas gravemente heridas, y la omisión
de un diagnóstico sobre su situación y prescripción de su tratamiento, denotan
omisiones en la atención que se debió brindar a los heridos para respetar y garantizar
su derecho a la integridad personal, en contravención del artículo 5.1 en relación con
el artículo 1.1 de la Convención.

b. Especial cuidado en atención médica a los niños, niñas y embarazadas.

110. Por otra parte, la Corte observa que no se brindó en todo momento protección
especial a favor de Roland Israel, por su condición de menor de edad, y tampoco a
favor de Sylvie Felizor, quien estaba embarazada, situaciones que acentuaron la
vulneración a su integridad psico-física y moral [...].
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c. Obligación del Estado de brindar educación a migrantes- Reparaciones 

269. La eficacia y el impacto de la implementación de los programas de educación en 
derechos humanos a los funcionarios públicos es crucial para generar garantías de 
no repetición de hechos como los del presente caso. Ahora bien, visto que se acreditó 
la responsabilidad internacional del Estado por la violación de los artículos 1.1, 2, 4, 
5, 7, 8, 25 y 22.9, todos de la Convención Americana, esta Corte considera importante 
fortalecer las capacidades institucionales de los órganos a cargo de respetar y 
garantizar dichos derechos humanos, mediante la capacitación de miembros de las 
Fuerzas Armadas, agentes de control fronterizo y agentes encargados de 
procedimientos migratorios, a fin de evitar que hechos como los analizados en el 
presente caso se repitan. 

272. En vista de la acreditación de responsabilidad por parte del Estado de un patrón 
de discriminación contra personas migrantes en República Dominicana, la Corte 
estima pertinente que el Estado realice una campaña en medios públicos sobre los 
derechos de las personas migrantes regulares e irregulares en el territorio dominicano 
en los términos de lo dispuesto en el Fallo. A tal efecto, el Estado deberá presentar 
un informe anual durante tres años consecutivos, en el que indique las acciones que 
se han realizado con tal fin. 

 

 


